ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIA / FALLA DEL SERVICIO POR OMISIÓN / DEPARTAMENTO / ENTIDAD TERRITORIAL / RENTAS DEL DEPARTAMENTO / RENTA DEPARTAMENTAL / FRAUDE A LA RENTA NACIONAL / OMISIÓN DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN A LA POBLACIÓN CIVIL / OMISIÓN DEL DEBER DE PROTECCIÓN DEL ESTADO / SEGURIDAD DEL FUNCIONARIO / DERECHO A LA SEGURIDAD / SEGURIDAD PÚBLICA / ALTERACIÓN DE LA SEGURIDAD PÚBLICA / CONFLICTO ARMADO / ZONA DE CONFLICTO ARMADO / PRESENCIA DE GRUPO AL MARGEN DE LA LEY / PRESENCIA DE MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA / PROTECCIÓN DE AUTORIDAD POR AMENAZA DE MUERTE / PRUEBA DE LA AMENAZA A LA SEGURIDAD PERSONAL
[L]a Sala considera que en el presente caso se encuentra configurada una falla del servicio por omisión a cargo del Departamento de Santander, al no suministrar a los agentes del Resguardo de Rentas departamentales, las medidas y los elementos de seguridad necesarios para el ejercicio de sus funciones de control y represión de fraude a las rentas, mediante la instalación de retenes móviles y fijos en las carreteras, así como la realización de operativos, en una zona de la que se tenía conocimiento desde el mes de diciembre de 1990, de amenazas que existían sobre los guardas de rentas por parte de grupos subversivos y donde con anterioridad ya se habían perpetrado varios atentados contra aquéllos, conducta la cual necesaria y considerablemente contribuyó a la causación del daño, esto es, la muerte (…).

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la falla del servicio por omisión, ver: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 19 de julio de 1997, rad. 10247, C. P. Ricardo Hoyos Duque; sentencia del 8 de febrero de 2001, rad. 12293, C. P. Alier Eduardo Hernández Enríquez. 

APELACIÓN DE LA SENTENCIA / RECURSO DE APELACIÓN / ALCANCE DEL RECURSO DE APELACIÓN / SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN / MARCO FUNDAMENTAL DE COMPETENCIA DEL JUEZ DE SEGUNDA INSTANCIA / COMPETENCIA DEL JUEZ DE SEGUNDA INSTANCIA / LÍMITES DE LA COMPETENCIA FUNCIONAL DEL JUEZ DE SEGUNDA INSTANCIA / APELANTE ÚNICO
[L]a Sala se pronunciará exclusivamente acerca de la responsabilidad imputable al Departamento de Santander, toda vez que si bien la demanda está dirigida contra ésta entidad y la Nación - Ministerio de Defensa y la sentencia de primera instancia negó las súplicas de la demanda en relación con ambas entidades, la parte actora expresa en el recurso de apelación, su conformidad sobre la decisión adoptada respecto de la Nación - Ministerio de Defensa, ya que la sustentación tan sólo se refiere a la absolución proferida en cuanto al Departamento de Santander. Ahora bien, en el presente caso se tiene que por la muerte (…), los demandantes pretenden la declaratoria de la responsabilidad estatal y la consecuente condena al pago de perjuicios materiales y morales, con fundamento en la ocurrencia de una falla del servicio por omisión imputable al Departamento de Santander.

MONTO DE LA INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / PADECIMIENTOS QUE SUFRE LA PERSONA CON OCASIÓN DEL DAÑO / VÍCTIMA DIRECTA / VÍCTIMA INDIRECTA / DEMOSTRACIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO / MUERTE DE LA PERSONA / NIVELES PARA EL RECONOCIMIENTO DE LA INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / ACREDITACIÓN DE LA RELACIÓN AFECTIVA PARA LA INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / PARENTESCO DE CONSANGUINIDAD / LIQUIDACIÓN DE PERJUICIOS CONFORME AL PARENTESCO / PRUEBA DEL ESTADO CIVIL / CONVIVENCIA CON EL COMPAÑERO PERMANENTE / DEMOSTRACIÓN DEL PERJUICIO MORAL
Al momento de su muerte (…), eran compañeros permanentes. Lo anterior se encuentra acreditado con fundamento en la declaración recepcionada (…), así como en la Resolución de fecha 9 de abril de 1992, mediante la cual la Gobernación de Santander le reconoció a la señora (…), en su condición de compañera permanente (…), quien falleció el 24 de septiembre de 1991 al servicio del Resguardo de Rentas, unas cuentas por concepto de sueldo y prestaciones sociales (…). Sin embargo, respecto de los demandantes (…), no obra prueba alguna en el expediente que logre demostrar el parentesco de hijo y hermano respectivamente, que los unía con la víctima. Así las cosas, se condenará a la entidad territorial demandada a pagar por concepto del daño moral sufrido, a la señora (…), en su condición de compañera permanente e hijo de la víctima respectivamente, la suma de dinero correspondiente al valor de mil (1000) gramos de oro. 

LUCRO CESANTE / DETERMINACIÓN DEL LUCRO CESANTE / INDEMNIZACIÓN DEL LUCRO CESANTE / LIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE / PARÁMETROS DE LIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE / RECONOCIMIENTO DEL LUCRO CESANTE CONSOLIDADO / RECONOCIMIENTO DEL LUCRO CESANTE FUTURO / SALARIO BASE PARA LA LIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE / TASACIÓN DEL LUCRO CESANTE / INDEMNIZACIÓN POR PÉRDIDA DE AYUDA ECONÓMICA SUFRIDA POR MUERTE DE LA VÍCTIMA / GASTOS DE SOSTENIMIENTO DE LA VÍCTIMA
Para el cálculo del lucro cesante se tendrán en cuenta las pruebas que obran en el expediente y las fórmulas financieras adoptadas por la jurisprudencia. Para calcular la indemnización por lucro cesante, aquella se divide en vencida y futura. La primera, abarca desde la ocurrencia del hecho, hasta la fecha de esta sentencia; la segunda, desde el día siguiente a la fecha de ésta sentencia, hasta el vencimiento de la vida probable de la víctima. En relación con los hijos, se liquidará la indemnización sólo hasta la fecha en que cumplieron 18 años de edad. En cuanto al salario base de liquidación, se tendrá en cuenta la suma mensual de $71.200, la cual percibía (…) al momento de su fallecimiento, como guarda de rentas del Departamento de Santander (…). De ésta cantidad se deducirá el 25%, porcentaje que se considera la víctima dedicaba a su propia subsistencia (…).
CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCIÓN TERCERA
Consejero ponente: GERMÁN RODRÍGUEZ VILLAMIZAR
Bogotá, D.C., diecisiete (17) de mayo de dos mil uno (2001)
Radicación número: 68001-23-15-000-1993-09483-01(12809)
Actor: AGUSTÍN CHACÓN LÓPEZ Y OTROS
Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL Y OTRO
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA
Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por las demandante contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Santander el 22 de julio de 1996, mediante la cual dispuso:
“PRIMERO:
NIÉGANSE todas las pretensiones de la demanda.
“SEGUNDO: Condénase en costas a los actores”. (fls. 272 a 273).
 
I.- ANTECEDENTES 
1.- La demanda.
Mediante escrito presentado el 24 de septiembre de 1993 ante el Tribunal Administrativo de Santander (fl. 34), los señores Mariela Ramírez Muñoz, Jhon Alexander Chacón Ramírez, Jorge Luis Ramírez y Agustín Chacón López, en ejercicio de la acción de reparación directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, por intermedio de apoderado judicial, presentaron demanda para que se declare responsable a la Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional y al Departamento de Santander, por la muerte de Jorge Alirio Chacón López, ocurrida el día 24 de septiembre de 1991 (fls. 25 a 34).
Como consecuencia de tal declaración, piden condenar a las entidades demandadas a pagar los perjuicios morales y materiales sufridos. 
2.- Los hechos.
Se narran los siguientes:
“1- El señor JORGE ALIRIO CHACON LOPEZ, nació en la ciudad de Bolívar Departamento de Santander, el 26 de enero de 1953, del hogar formando por Moisés Chacón y Chiquinquirá López.
“2- De la unión mencionada también nació el señor AGUSTIN CHACON LOPEZ.
“3- Desde el año de 1988 JORGE ALIRIO CHACON LOPEZ hizo vida marital con la señora MARIELA RAMIREZ MUÑOZ.
“4- Producto de esa vida marital nacieron los niños JHON ALEXANDER y JORGE LUIS.
“5- El primero de ellos nació el 31 de julio de 1989 y el segundo el 12 de abril de 1992, obstentando (sic) la calidad de hijo póstumo.
“6- Respecto al último hijo cursa un proceso de filiación natural en el Juzgado Cuarto de Familia propuesto por MARIELA RAMIREZ MUÑOZ y tendiente a que se declare la paternidad del difunto JORGE ALIRIO.
“7- Mediante decreto 2047 de junio 22 de 1984 fué designado JORGE ALIRIO CHACON LOPEZ, como conductor clase I nivel 3 grado 10 adscrito al resguardo de Rentas.
“8- El Resguardo de Rentas Departamental (sic) al cual estaba vinculado el mencionado JORGE ALIRIO CHACON LOPEZ tiene como finalidad el control y la represión del contrabando, que afectan (sic) las rentas departamentales.   
“9- Dicha actividad ha generado reacción militar por parte de los grupos organizados que dominan la actividad contrabandista ocasionado (sic) numerosas muertes de funcionarios vinculados al Resguardo de Rentas Departamentales.
“10- Para la ejecución de tal actividad peligrosa el Departamento de Santander dotaba de manera muy precaria a los agentes del resguardo de medios propios para tornar eficaz su función.
“11- En numerosas ocasiones y con antelación a los hechos acaecidos al 24 de septiembre de 1991 las autoridades departamentales habían conocido la existencia de planes dirigidos contra las patrullas del Resguardo de Rentas.  
“12- El 24 de septiembre de 1991, mediante orden impartida por el Director General de Control del Resguardo de Rentas Departamentales, el Señor (sic) JORGE ALIRIO CHACON LOPEZ, fué asignado en compañía de otros guardas para que cubriera la ruta Bucaramanga vía Barrancabermeja La Trocha - San Rafael - San Alberto - Bucaramanga.
“La Orden de Operaciones se distinguía con el Número 017.
“13- Promediando el recorrido mencionado, fuerón (sic) interceptados por un grupo fuertemente armados (sic), enfrentamiento en el cuál (sic) perdió la vida JORGE ALIRIO CHACON LOPEZ.
“13- (sic) La desaparición de JORGE ALIRIO CHACON LOPEZ, ocasiona gran dolor y desolación a su esposa y a sus hijos.    
“14- (sic) Durante los años 87 - 88 - 89 - 90 - 91 (sic), se realizarón (sic) numerosos actos de violencia contra funcionarios del Resguardo de Rentas Departamentales resultando numerosos muertos en tales ocasiones” (fls. 26 a 27. Mayúsculas del texto).
3.- Corrección de la demanda.
Obra a folios 37 a 39 del expediente el escrito de corrección de demanda presentado por la parte actora, en el que se adicionaron los hechos de la siguiente manera: 
“15. La Asamblea de Santander mediante ordenanza No. 92 de 1.937 Creó (sic) la Administración general de rentas del departamento, reestructurándola y modificándola mediante ordenanza No. 33 de 1.974.
“16. De acuerdo a las anteriores normas el Resguardo de rentas es un cuerpo civil creado para vigilar, e impedir que los ciudadanos, tanto nacionales como extranjeros violen las disposiciones que rigen para el recaudo de las rentas departamentales.
“17. Para cumplir el anterior objetivo el órgano mencionado contará con una unidad de radiopatrullas móviles que debidamente dotadas dependerán exclusivamente de la dirección.
“18. Con fundamento en el artículo 10 de la Ordenanza 33 de 1.974 son funciones generales del resguardo las siguientes:
- Programar y dirigir las operaciones para la prevención, represión y aprehensión del contrabando, coordinando tales operaciones con los demás cuerpos militares de orden preventivo y represivo (Art. 15 literal c ordenanza 33 de 1.974).
“19. No obstante su labor represiva del delito de contrabando, así como su función coordinadora con los demás cuerpos armados no contaban sus funcionarios con los medios apropiados para el desarrollo de su función” (fls. 37 a 38). 
4.- Contestación de la demanda.
a)
Mediante apoderado judicial, la Nación - Ministerio de Defensa 
concurrió al proceso (fls. 48 a 53), para oponerse a las pretensiones.
Argumentó que en el caso concreto no se configuró una falla del servicio por omisión, toda vez que si bien no hubo solicitud expresa al Estado, por intermedio de las Fuerzas Militares, sí se cumplió con el deber de proteger la vida de los integrantes del resguardo de rentas, ya que mediante el oficio Nº 4690 suscrito por el Comandante del Batallón Ricaurte de Bucaramanga el 4 de diciembre de 1990, se les avisó de un posible ataque subversivo y delincuencial.     
Así mismo, afirmó que los referidos miembros del resguardo de rentas, se encontraban bien armados con escopetas y revólveres, razón por la cual “desde que asumen el cargo saben que en su labor se corren graves riesgos contra la vida, y sin embargo desempeñan su labor y asumen las consecuencias de su trabajo, al igual que los miembros de las Fuerzas Armadas” (fl. 51).      
b)
El Departamento de Santander, por intermedio de apoderado judicial, contestó la demanda, en la que igualmente se opuso a las pretensiones (fls. 74 a 87).
Consideró que ha sido reconocido por doctrina y jurisprudencia, que la falla del servicio tiene un carácter relativo, según las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que sucedieron los hechos, así como los recursos con que disponía la administración para prestar el servicio, tal como sucede en el presente caso, que al Departamento de Santander no se le puede exigir lo imposible, como es imputarle responsabilidad “al no dotarlos de un armamento sofisticado o hacerse cargo de funciones policivas y militares que están fuera de su capacidad y competencia” (fl. 80).  
Manifestó que tampoco existe relación de causalidad entre una posible actuación estatal y el daño, pues éste fué causado por el hecho de un tercero. 
5.- Audiencia de conciliación.
Ante el a quo se celebró la audiencia de conciliación el día 15 de agosto de 1995, sin lograrse acuerdo alguno entre las partes (fls. 205 a 206).
6.- La sentencia de primera instancia.
Mediante sentencia del 22 de julio de 1.996 (fls. 257 a 273), el tribunal de primer grado negó las pretensiones de la demanda y condenó en costas a la parte actora.
Consideró que a la Policía Nacional no le era exigible prestar protección especial a los miembros del resguardo de rentas para su desplazamiento, así como tampoco existió solicitud expresa en tal sentido. 
Agregó que en el evento de que el resguardo de rentas cumpliera funciones policivas y sus integrantes estuvieran dotados de armas, tampoco habría responsabilidad estatal, toda vez que “quien asume un cargo de Agente del Resguardo con las características y funciones antes anotadas, tácitamente acepta los riesgos que dichas labores llevan consigo. De igual modo puede concluirse que como al cargo se accede voluntariamente, en las mismas condiciones se deben soportar las consecuencias que puedan sobrevenir” (fl. 272); además, porque estimó que Jorge Alirio Chacón López murió en ejercicio de sus funciones, lo cual configura un accidente de trabajo, que no genera responsabilidad extracontractual.   
7.- El recurso de apelación.
Inconforme con la decisión de primera instancia, la parte actora interpuso recurso de apelación (fls. 283 a 288), por considerar que está demostrado en el expediente, una falla del servicio por omisión a cargo del Director del Resguardo de Rentas del Departamento de Santander, en el siguiente sentido:
“a-) La Dirección tenía pleno conocimiento de la advertencia del Comando del Batallón Ricaurte, en caunto (sic) a que desde tiempo atrás cuadrillas del ELN estaban organizando ataques a las Patrullas (sic) y no tomó ninguna medida protectora de la integridad física de los integrantes de la Patrulla (sic). Esta omisión, negligencia o descuido del Superior (sic), conlleva a la falla del servicio suficientemente probada en la demanda, máxime que con anterioridad ya habían sido asesinados algo más de 15 Agentes (sic).
“b-) La Patrulla (sic), el día 23 de septiembre de 1991 salió a cumplir la Orden (sic), sin que se le hubiera suministrado una dotación de armamento y munición que le permitiera por lo menos un intento de defensa. El Director, al emitir la Orden (sic) de Operaciones (sic) conoció el tipo de armas suministradas, que no ofrecían ni podían ofrecer un asomo de seguridad, luego, a sabiendas, los desprotegió al obligarlos a cumplir la misión con riesgos innecesarios, que pudieron evitarse si este Alto (sic) Funcionario (sic) hubiera actuado con eficiencia y preocupación por la suerte de sus subalternos.
“Es cierto que ser Agente (sic) de Aduanas ofrece riesgos pero no puede predicarse que por ello estos servidores tengan que pagar con su vidas la imprudencia, el descuido de (sic) la negligencia del superior, que sin medir las consecuencias les obliga a ejecutar tareas en zonas de inminente peligro, y no cualquier peligro, sin un apoyo, sin ninguna clase de protección” (fls. 286 y 287).
Por lo tanto, solicita que se revoque la sentencia del a quo y, consecuencialmente, que se proceda al reconocimiento y pago de los perjuicios materiales y morales reclamados con la demanda.
8.- Alegatos de conclusión.
La actuación de las partes en esta etapa procesal fué la siguiente:
8.1. La parte actora, reiteró los argumentos expuestos en el escrito de sustentación del recurso de apelación (fls. 296 a 302).
8.2. La Nación - Ministerio de Defensa, solicitó confirmar el fallo del a quo (fls. 303 a 305), toda vez que comparte los argumentos expuestos para negar las súplicas de la demanda, en el sentido de que la muerte de Jorge Alirio Chacón López no es imputable a ésta entidad, sino que ocurrió en ejercicio de sus funciones, pues “cuando se ingresa se acepta el cargo de agentes (sic) de Resguardo de Rentas, es consciente de los peligros que debe asumir, no solamente están expuestos a las contingencias que el sólo desempeño extraña (sic) (prevencióny represión del contrabando), sino también a los de los grupos contestatorios del régimen político que rige el país” (fls. 304 a 305). 
8.3. El Departamento de Santander y el Ministerio Público, no intervinieron en esta etapa procesal.
II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Sala revocará la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Santander el día 22 de julio de 1996, con fundamento en las siguientes consideraciones:
En primer lugar, es pertinente precisar que la Sala se pronunciará exclusivamente acerca de la responsabilidad imputable al Departamento de Santander, toda vez que si bien la demanda está dirigida contra ésta entidad y la Nación - Ministerio de Defensa y la sentencia de primera instancia negó las súplicas de la demanda en relación con ambas entidades, la parte actora expresa en el recurso de apelación, su conformidad sobre la decisión adoptada respecto de la Nación - Ministerio de Defensa, ya que la sustentación tan sólo se refiere a la absolución proferida en cuanto al Departamento de Santander.
Ahora bien, en el presente caso se tiene que por la muerte de Jorge Alirio Chacón López, acaecida el 24 de septiembre de 1991, los demandantes pretenden la declaratoria de la responsabilidad estatal y la consecuente condena al pago de perjuicios materiales y morales, con fundamento en la ocurrencia de una falla del servicio por omisión imputable al Departamento de Santander.
De las pruebas allegadas al expediente, se encuentra demostrado lo siguiente:
Del oficio Nº 4690 de fecha 4 de diciembre de 1990, dirigido por el Comandante del Batallón de Infantería Nº 14 Ricaurte, al Director del Resguardo de Rentas de Santander (fl. 4), se infiere que desde el mes de diciembre de 1990, éste funcionario tenía conocimiento sobre planes terroristas y delictivos planeados por cuadrillas del grupo terrorista E.L.N., en contra de los retenes de la Aduana Nacional y del Resguardo de Rentas. Al respecto, el referido oficio expresa lo siguiente: 
“Con el fin que se tomen las respectivas medidas de seguridad y evitar el robo de armas, asesinato y secuestro de personal integrante de ese Organismo, me permito enviar la información disponible obtenida por medio de documentos incautados a la Cuadrilla “CLAUDIA ISABEL ESCOBAR JEREZ” de la Unión Camilista del Ejército de Liberación Nacional (UC-ELN).
“Según análisis de documentos Nr. 03/90, se pudo establecer que las cuadrillas del ELN tienen planeado para el mes de Diciembre de 1990 interrumpir la labor de control en los retenes móviles y fijos tanto de la Aduana Nacional, como del Resguardo de Rentas, por medio de asaltos para robar las armas, vehículos, elementos personales y uniformes. Asimismo de llegar al extremo de cometer secuestros y asesinatos del personal que haga resistencia. De otra parte amedrentarán a los agentes para que no cumplan su misión encomendada. Esta actividad la realizarán en coordinación con los mercaderes y contrabandistas que cancelarán una vacuna (sic) o cuota mercantil a la organización subversiva” (ibídem).     
También en el mes de diciembre de 1990, el señor Enrique Ferreira, Comandante de una patrulla del Resguardo de Rentas del Departamento de Santander, reportó al Director que cuando realizaban un operativo en el sitio La Azufrada, por la trocha Sabana de Torres - Barrancabermeja (Santander), tuvieron que devolverse a este municipio, toda vez que un hombre les comentó haber oído en varias oportunidades, que se iba a hacer una emboscada al personal de la entidad, en especial a quienes se movilizaban en el jeep rojo y en el azul  (fl. 3).
Así mismo, mediante declaración que fué debidamente trasladada a este proceso (fls. 196 a 198), Carlos Alberto Díaz Saab, quien fuera Director del Resguardo de Rentas del Departamento de Santander desde el 9 de enero de 1990 hasta el 1º de marzo de 1991 (fl. 128), manifestó que los guardas de la institución estaban completamente desarmados porque a pesar de que existían algunas armas, éstas eran “unas escopetas viejas y dañadas” (fl. 196), y que cuando salían a prestar sus servicios a las carreteras eran fácilmente objeto de ataques, los cuales estaban en imposibilidad de repeler. Agregó, que nunca existió colaboración de otras instituciones armadas para ejercer las funciones de control y vigilancia en las carreteras, así como tampoco del Departamento de Santander, el cual nunca procuró dotar de armamento moderno y de adiestramiento al personal del Resguardo de Rentas, sino que se limitó a proporcionar unos equipos de radiocomunicaciones, como respuesta a un plan que elaboró personalmente, en el que recomendaba el adiestramiento de personal, la dotación de armas modernas, de equipos de radio y vehículos en buenas condiciones. Concluyó que constantemente recibían amenazas y ataques armados que atentaban contra las vidas de los guardas y los bienes de la entidad.      
Por lo tanto, desde el mes de diciembre de 1990, el Director del Resguardo de Rentas del Departamento de Santander conocía el riesgo que corría el personal a su servicio, como eran las amenazas que existían sobre las patrullas de agentes cuando salían a las carreteras con el propósito de realizar los operativos asignados, circunstancias bajo las cuales debió tomar las medidas conducentes para garantizarles la vida. 
Sin embargo, en el operativo organizado para el día 24 de septiembre de 1991 mediante la orden Nº 017 (fl. 12), el Director del Resguardo de Rentas del Departamento de Santander simplemente dispuso extremar las medidas de seguridad durante el desplazamiento por la zona “Bucaramanga vía Barrancabermeja, La Trocha - San Rafael - San Alberto - Bucaramanga” (ibídem), del comandante Enrique Ferreira, los guardas Miguel Aurelio Cabanzo y Carlos Araque y el conductor Gerardo Sarquez. 
Pero ya al momento de realizar el operativo, el funcionario que condujo el vehículo en el que se movilizaba el personal asignado, no fué Gerardo Sarquez, tal como lo declara él mismo a folios 172 a 175 del expediente, sino Jorge Alirio Chacón López, quien se desempeñaba desde el 10 de julio de 1984, como conductor “CLASE I NIVEL 3 GRADO 10 DIVISIÓN  RESGUARDO DEPENDIENTE DE LA STARIA (sic) DE HACIENDA” (fl. 11).
Sobre el relato de lo acontecido el día 24 de septiembre de 1991 en el sitio El taladro, jurisdicción del municipio de San Rafael (Santander), es ilustrativo el informe elaborado por Enrique Ferreira (fls. 18 a 19), quien es testigo presencial de los hechos, pues al momento de su ocurrencia se desempeñaba como Comandante de la patrulla en dicho operativo, en los siguientes términos:
“El día en referencia a las cinco de la tarde nos encontramos pasando San Rafael como a dos kilómetros adelante con un camión al cual procedimos a efectuarle la requisa correspondiente, en ése (sic) momento llegó un campero Daihatsu de color amarillo oscuro y blanco; el compañero MIGUEL AURELIO CABANZO cuando llegó el jeep él nos volvió a mirar y nos dijo que ahí venía el sobrino de CASTILLO CHANAGA. Nosotros le preguntamos a éste señor que si la mercancía del camión era de él y nos respondió que sí que traia (sic) puro rancho, continuamos nosotros con la requisa pero después de revisar la parte de encima nos dimos cuenta que en el fondo venía bastante licor y cigarrillos, de inmediato el sobrino de NICOMEDES y otros tres individuos que se transportaban en el Daihatsu dijeron que iban hasta San Rafael a montar una llanta que ya volvían. Como a las 5:30 de la tarde regresaron en el jeep y se quedaron como a unos cinco minutos (sic) de donde nosotros estábamos, al momentico de ellos haber llegado arribó hasta el lugar donde nosotros estábamos una volqueta dodge de color crema o blanca; cuando nosotros la vimos consideramos que venía con el sólo conductor pues aparentemente el platón se veía vacío pero cuando ya estaba la volqueta cuadrada frente a nosotros iniciaron a darnos plomo (sic) unos individuos que venían en el platón y nos disparaban simultáneamente los que ocupaban la volqueta y los merqueros (sic); yo recibí un disparo en la pierna izquierda y luego al acabarseme (sic) la munición salí por detrás del carro y no vi a nadie (sic) de mis compañeros solamente como a una cuadra me encontré con el Guarda REYES pero posteriormente y ante tanta tragedia nos perdimos el uno del otro por el monte.
“En ése (sic) enfrentamiento resultaron muertos los compañeros JORGE ALIRIO CHACON LOPEZ, MIGUEL AURELIO CABANZO y CARLOS ARAQUE ZUÑIGA.
“En éste hecho se desaparecieron las escopetas Mosberg números H- 375973 y H- 374284 y el Revólver (sic) Smith & Wesson Calibre (sic) 38 No. 777193; armamento éste de dotación oficial lo mismo que los maletines con nuestros elementos personales y los documentos de identidad.
“El vehículo Toyota de placa O.S. 0782 que estaba asignado para ésta patrulla fué quemado” (ibídem).   
En dicho operativo realizado el 24 de septiembre de 1991, cuando desempeñaba labores propias de su cargo como conductor del Resguardo de Rentas del Departamento de Santander, falleció Jorge Alirio Chacón López a causa de una laceración cerebral por heridas de armas de fuego, de acuerdo con el certificado individual y el registro de defunción, obrantes a folios 189 y 190 del expediente, respectivamente. 
Una vez relacionadas las anteriores pruebas allegadas al proceso, la Sala considera que en el presente caso se encuentra configurada una falla del servicio por omisión a cargo del Departamento de Santander, al no suministrar a los agentes del Resguardo de Rentas departamentales, las medidas y los elementos de seguridad necesarios para el ejercicio de sus funciones de control y represión de fraude a las rentas, mediante la instalación de retenes móviles y fijos en las carreteras, así como la realización de operativos, en una zona de la que se tenía conocimiento desde el mes de diciembre de 1990, de amenazas que existían sobre los guardas de rentas por parte de grupos subversivos y donde con anterioridad ya se habían perpetrado varios atentados contra aquéllos
, conducta la cual necesaria y considerablemente contribuyó a la causación del daño, esto es, la muerte de Jorge Alirio Chacón López el día 24 de septiembre de 1991.       
Sobre el particular, es pertinente reiterar lo decidido por la Sala en asunto referido a los mismos hechos del subjudice, mediante sentencia del 13 de junio de 1997, expediente 11.142, actor: Oscar Cabanzo, en la cual se afirmó:
“La prevención que se hace a los integrantes de la patrulla sobre el riesgo que corren, no es suficiente para garantizar la vida e integridad personal de los funcionarios a su servicio. Pero no debe dejarse de lado el hecho que el mismo departamento pone de presente al responder la demanda en el sentido de que los guardas llevan armas sólo para defenderse en caso de que resulte necesario, pero que realmente no constituyen un grupo con las funciones de un grupo armado. La dirección de rentas departamentales debió pedir a las autoridades encargadas, ejército o policía según el caso, que se proporcionara a los guardas la seguridad requerida. Fué la omisión en brindarle seguridad lo que permitió al grupo delincuencial obrar sin ninguna resistencia y masacrar a la patrulla mal armada e indefensa.
Así mismo, en dicha providencia se redujo la condena en un 40%, toda vez que la conducta de la víctima contribuyó parcialmente a la causación del daño, al asumir libremente el riesgo que implicaba desempeñarse como guarda del Resguardo de Rentas del Departamento de Santander, a sabiendas del peligro que representaba. 
Pero posteriormente, mediante sentencia del 8 de febrero de 2001, expediente 12.293, actor: Oscar Obregón y Otros, la Sala condenó de manera exclusiva y total al Departamento de Santander, por las lesiones sufridas por otro guarda de rentas departamental el 12 de enero de 1992, en un retén denominado Vijagual en la vía que conduce de Bucaramanga a Rionegro, con fundamento en los siguientes argumentos:  
“Al respecto, no comparte la Sala lo expresado por el fallador de primera instancia, en el sentido de que, por cumplir funciones de represión de conductas constitutivas de fraude a las normas impositivas en el Departamento, el resguardo de rentas bien podría calificarse ‘organismo paramilitar’, y que, en tal virtud, sus integrantes portaban armas de fuego. Tampoco se comparte la conclusión obtenida por el a quo con fundamento en estos argumentos, al expresar que quien acepta el cargo de agente del resguardo, tácitamente asume el riesgo que implicaba el cumplimiento de su función.
“En primer lugar, debe aclararse que las funciones de los guardas de rentas en el Departamento de Santander estaban referidas, exclusivamente, a la realización de actividades dirigidas a impedir la fabricación y el comercio ilegal de productos en su territorio, a fin de evitar el fraude a las rentas departamentales. Así se desprende de la certificación expedida por el Director Administrativo y de Recursos Humanos de dicha entidad, citada en el hecho octavo de estas consideraciones, y a ello se refirió igualmente el apoderado del Departamento, al contestar la demanda.
“Es claro, entonces, que los guardas de rentas no pueden asimilarse a los miembros de la Fuerzas Militares, que tienen funciones de defensa de la Nación, tomando parte, inclusive, en enfrentamientos contra grupos guerrilleros o de autodefensa, o cualesquiera otros grupos armados al margen de la ley, y tampoco a la de los miembros de la Policía Nacional, que no obstante ser un cuerpo de naturaleza civil, forma parte de la Fuerza Pública y tiene como fin primordial el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, y para asegurar la convivencia en paz de los habitantes de Colombia.
“Por la misma razón, no puede considerarse que los guardas de rentas asuman, al aceptar sus cargos, el riesgo de ser atacados por grupos de guerrilla u otros grupos armados al margen de la ley, dado que no es su función repeler este tipo de ataques y mucho menos defender a la ciudadanía de los mismos”.        
Como la situación es idéntica en este proceso, a la que se resolvió mediante la sentencia antes referida, tampoco en el asunto sub-lite habrá de reducirse la condena en un 40% de los perjuicios morales y materiales ocasionados a los demandantes, sino que se condenará de manera total al Departamento de Santander.
La indemnización de perjuicios.
El daño moral.
Al momento de su muerte, Jorge Alirio Chacón López y Mariela Ramírez eran compañeros permanentes. Lo anterior se encuentra acreditado con fundamento en la declaración recepcionada a José Ramón Sánchez (fls. 178 a 179), así como en la Resolución de fecha 9 de abril de 1992, mediante la cual la Gobernación de Santander le reconoció a la señora Mariela Ramírez, en su condición de compañera permanente de Jorge Alirio Chacón, quien falleció el 24 de septiembre de 1991 al servicio del Resguardo de Rentas, unas cuentas por concepto de sueldo y prestaciones sociales (fls. 15 a 16).
También está demostrado, que de dicha unión nació John Alexander Chacón Ramírez el 31 de julio de 1989 (fl. 9).
Sin embargo, respecto de los demandantes Jorge Luis Ramírez y Agustín Chacón López, no obra prueba alguna en el expediente que logre demostrar el parentesco de hijo y hermano respectivamente, que los unía con la víctima. 
Así las cosas, se condenará a la entidad territorial demandada a pagar por concepto del daño moral sufrido, a la señora Mariela Ramírez y a Jhon Alexander Chacón Ramírez, en su condición de compañera permanente e hijo de la víctima respectivamente, la suma de dinero correspondiente al valor de mil (1000) gramos de oro. 
El daño material.
Para el cálculo del lucro cesante se tendrán en cuenta las pruebas que obran en el expediente y las fórmulas financieras adoptadas por la jurisprudencia. 
Para calcular la indemnización por lucro cesante, aquella se divide en vencida y futura. La primera, abarca desde la ocurrencia del hecho, hasta la fecha de esta sentencia; la segunda, desde el día siguiente a la fecha de ésta sentencia, hasta el vencimiento de la vida probable de la víctima. En relación con los hijos, se liquidará la indemnización sólo hasta la fecha en que cumplieron 18 años de edad.
En cuanto al salario base de liquidación, se tendrá en cuenta la suma mensual de $71.200, la cual percibía Jorge Alirio Chacón López al momento de su fallecimiento, como guarda de rentas del Departamento de Santander, según se encuentra demostrado a folios 13, 14 y 158 del expediente. 
De ésta cantidad se deducirá el 25%, porcentaje que se considera la víctima dedicaba a su propia subsistencia, esto es, $53.400. 
Dicho monto será actualizado a la fecha de la sentencia así:
Ra = R   I. final     (marzo/2001)
              I. inicial   (septiembre/1991) 
Ra = $53.400  124.11
                          25.61
Ra = $258.784,6
Bases para la liquidación.
Occiso

:

Jorge Alirio Chacón López
Fecha fallecimiento
:

24 de septiembre de 1991 (fl. 190)
Fecha nacimiento
:

26 de enero de 1953 (fl.10)
Vida probable
:

38.64 años (463.68 meses): Resolución 0497 de 





20 de mayo de 1997 de la Superintendencia 





Bancaria
Compañera

:  

Mariela Ramírez 
Fecha nacimiento
:

25 de julio de 1966 (fl. 40)
Indem. debida
:  

115.3 meses
Indem. futura
:   

463.68 meses - 115.3 meses = 348.38 meses
Hijo


:

Jhon Alexander Chacón Ramírez 
Fecha nacimiento
:

31 de julio de 1989 (fl. 9)
Fecha cumplimiento 18 años:
31 de julio de 2007
Indem. debida         : 

115.3 meses
Indem. futura         : 

73.9 meses
Indemnización debida o consolidada.
La indemnización consolidada se calculará con base en la siguiente fórmula:
S= Ra (1 + i)n - 1
                   i
Donde:
S = Es la indemnización a obtener.
Ra = Es la renta o ingreso mensual que equivale a $258.784,6. Suma que se dividirá en partes iguales, una para la compañera y la otra para el hijo de la víctima ($129.392,3).
i= Interés puro o técnico: 0.004867
n= Número de meses que comprende el período indemnizable: desde la ocurrencia del hecho a la fecha de la sentencia, o fecha en la cual los hijos cumplieron la mayoría de edad.
Para Mariela Ramírez y Jhon Alexander Chacón Ramírez:
S= $129.392,3  (1 + 0.004867)115.3   - 1
                          0.004867        
S= $19.947.982,1
Indemnización futura.
Para Mariela Ramírez:
S = Ra (1 + i)n - 1
              i (1 + i)n
S = $129.392,3  (1+0.004867)348.38        -      1    


        0.004867(1.004867)348.38   
S= $21.687.189,5
Para Jhon Alexander Chacón Ramírez: 
S = $129.392,3  (1+0.004867)73.9        -      1    


       0.004867(1.004867)73.9   
S= $8.015.175,5
Resumen:
BENEFICIARIO

I. DEBIDA

I. FUTURA

TOTAL 
Mariela Ramírez

$19.947.982,1
$21.687.189,5
$41.635.171,6
John A. Chacón

$19.947.982,1
$8.015.175,5

$27.963.157,6
Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA:
1º)
REVÓCASE la sentencia apelada, esto es, la proferida el 22 de julio de 1996, por el Tribunal Administrativo de Santander, la cual queda así:
PRIMERO: 
DECLÁRASE patrimonialmente responsable al Departamento de Santander, por la muerte de Jorge Alirio Chacón López, ocurrida el 24 de septiembre de 1991. 
SEGUNDO:
CONDÉNASE al Departamento de Santander, a reconocer y pagar a título de indemnización por perjuicios morales, los siguientes valores:
El equivalente a mil (1000) gramos oro para cada una de las siguientes personas:
Para Mariela Ramírez, compañera permanente; y, para Jhon Alexander Chacón Ramírez, hijo de la víctima.  
Las anteriores cantidades de oro se pagarán de acuerdo con el precio de dicho metal, que para la fecha de ejecutoria de esta sentencia, certifique el Banco de la República. 
TERCERO:
CONDÉNASE al Departamento de Santander, a reconocer y pagar a título de indemnización por perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, los siguientes valores:
a) Para Mariela Ramírez, CUARENTA Y UN MILLONES SEISCIENTOS TREINTA Y CINCO MIL CIENTOSETENTA Y UN PESOS CON SEIS CENTAVOS ($41.635.171,6).
b) Para John Alexander Chacón Ramírez, VEINTISIETE MILLONES NOVECIENTOS SESENTA Y TRES MIL CIENTOCINCUENTA Y SIETE PESOS CON SEIS CENTAVOS ($27.963.157,6).
CUARTO:
DÉSE cumplimiento a los artículos 176 y 177 del C.C.A., y para el efecto, EXPÍDANSE copias auténticas de esta providencia, con constancia de ejecutoria, con destino a las partes y por intermedio de sus apoderados (artículos 115 del C. de P.C. y 37 del Decreto 359 de 1995
Las sumas liquidadas generarán intereses moratorios desde la fecha de ejecutoria de este fallo.   
2°)
En firme este proveído, DEVUÉLVANSE las presentes diligencias al tribunal de origen.
COPIESE y NOTIFIQUESE.  CUMPLASE.
ALIER EDUARDO HERNANDEZ ENRIQUEZ   JESUS MARIA CARRILLO B. 
Presidente de Sala
MARIA ELENA GIRALDO GOMEZ     RICARDO HOYOS DUQUE
GERMAN RODRIGUEZ VILLAMIZAR
CARLOS ALBERTO CORRALES MUÑOZ
Secretario Sección
� Por la muerte de dos guardas de rentas el día 4 de noviembre de 1989, en un sitio denominado Portachuelo del municipio de Rionegro (Santander), la Sala declaró responsable al Departamento de Santander a título de falla del servicio por omisión, mediante sentencias del 22 de mayo y 19 de julio de 1997, expedientes 9981 y 10247, actores: Arturo Cetina y José Vicente Vecino, respectivamente. 





